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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiocho (28) de julio de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0746
Hora: 2:00 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por la señora Ángela María Castaño Rojas en contra del Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, del cual es titular el doctor Mario Londoño Bartolo, la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, representada por el Director Ejecutivo, doctor Lucas Ignacio Arbeláez Cifuentes y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda representada por su Presidente, el doctor Jaime Robledo Toro, mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada y a la seguridad social.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS Y ACTUACIÓN PROCESAL
2.1. Señala la señora Ángela María Castaño que desde el 1º de marzo de 2010 se encuentra vinculada a la Rama Judicial y que desempeña el cargo de oficial mayor en provisionalidad, en el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira. 

Indica la actora que se encuentra en estado de embarazo con fecha probable de parto el 26 de noviembre de 2017, situación que fue puesta en conocimiento del titular de ese despacho judicial, de la Administración Judicial y de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda el día 18 de abril del año en curso.  Sin embargo, el  10 de julio del 2017 fue notificada de la Resolución No.040 por medio de la cual el Juez Sexto Civil Municipal de Pereira dispuso dejar sin efectos su nombramiento en provisionalidad, teniendo en cuenta que el titular del cargo que ocupa se reintegraría al mismo a partir del 17 de julio de 2017, situación que afecta sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral y a la seguridad social.
Por lo anterior, solicitó una medida provisional con el fin de que se dejara sin efectos la resolución No.040 del 10 de julio de 2017 proferida por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira. 

En el acápite de pretensiones relacionó, las siguientes: i)  que se tutelaran los derechos invocados y se ordenara a las entidades accionadas su reintegro  en el cargo que venía desempeñando o en uno en similares condiciones que se encuentre en provisionalidad, con el consecuente pago de salarios, prestaciones y aportes al sistema de seguridad social en salud y ii) que en caso de que no proceda su reintegro, se ordene a la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira que le sean cancelados los salarios desde la fecha en que sea retirada hasta tres meses después del parto y el pago de las cotizaciones a la EPS desde el momento de su retiro y hasta cuando su hijo cumpla un año de vida.
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía a nombre de la accionante; ii) constancia laboral; iii) historia clínica; iv) oficios del 19 de abril de 2017 dirigidos a las entidades accionadas mediante los cuales dio a conocer su estado de gravidez; v) resolución Nro. 040 del 10 de julio de 2017 proferida por el Juez Sexto Civil Municipal de Pereira con el respectivo oficio de notificación (Fls. 8-20). 

2.2.  Mediante auto del 14 de julio de 2017 se avocó el conocimiento de la demanda de  tutela, se ordenó correr traslado de la misma a los accionados y  se negó la medida cautelar solicitada por la señora Castaño Rojas (Fls. 23-25).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DIRECCIÓN SECCIONAL DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE PEREIRA
Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda e indicó que a la accionante no se le están vulnerando sus derechos fundamentales, toda vez que en la actualidad esa Dirección se encuentra efectuando los aportes que le corresponden al patrono (sic)  hasta el día del parto.

Manifestó que se opone a las pretensiones de la actora por lo que solicitó que se excluya a esa Administración de la acción de tutela, en a tención a que no es la competente para ejercer como autoridad nominadora de los despachos judiciales, de conformidad con lo establecido en el artículo 131 de la Ley 270 de 1996 y  en tal virtud, señala la competencia de esa Dirección según lo señalado en el artículo 103 ibídem.

Señaló que el análisis del derecho a la estabilidad laboral de una mujer embarazada está determinado por la existencia de una causal objetiva para la terminación del contrato de trabajo debido a su condición de provisionalidad y el retorno por parte de la titular al cargo, por lo que no quedó otro camino para su nominador que dejar sin efectos su nombramiento.

Por lo anterior, reiteró su petición de excluir a la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira de la presente demanda de amparo, al considerar que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno a la accionante, lo que indica que esa dependencia no debe pagar lo que no adeuda (Fls. 30-32).
3.2. CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE RISARALDA
Consideró que no se han vulnerado los derechos fundamentales que invoca la accionante, toda vez que esa Corporación no es el superior jerárquico ni funcional de los empleados de los despachos judiciales.

Hizo referencia a la jurisprudencia de la Corte Constitucional con respecto a los temas señalan la procedencia de la acción de tutela en los casos de estabilidad laboral reforzada, a los cargos proveídos por concurso en relación con dicha estabilidad laboral y la provisionalidad y al fuero de maternidad para concluir que en este asunto específico la desvinculación de la accionante no obedeció a su condición de embrazada, sino que se debió a una causa objetiva, legítima y razonable como lo es la renuncia a la licencia que le fue concedida a quien ocupaba en propiedad el cargo que ostentaba la actora, lo por lo que resultaba forzosa la finalización del nombramiento de la accionante, sin que se pueda considerar que el uso de un derecho que la ley confiere a quien tiene la titularidad del cargo, pueda derivar en un despido como erradamente se piensa, como tampoco que tal proceder obedeció al estado de embazo.

Por lo tanto, consideró que a la accionante no se le vulneraron los derechos fundamentales que reclama, habida cuenta el Juez 6º Civil Municipal de esta ciudad, doctor Mario Londoño Bartolo, en calidad de nominador, ajustó su proceder a las previsiones establecidas en los artículos 132 y 132 de la Ley 270 de 1996.

Así las cosas, consideró que la presente acción de tutela no debía  prosperar (Fl.38)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si el despacho demandado vulneró el derecho fundamental del debido proceso al señor Andrés Felipe Osorio Robledo, que amerite la intervención del juez constitucional.

4.4.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.5. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.6. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

4.7. Ahora bien, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) la inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
. 

Así mismo con respecto al tema de la subsidiariedad de la acción de amparo.  Al respecto, se debe tener en cuenta que para que proceda la acción de tutela la Corte Constitucional ha indicado que se deben dar al menos dos excepciones a la regla general
, es decir: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  Así las cosas, sobreviene memorar la noción de perjuicio irremediable, puesto que como se ha visto, es presupuesto de procedibilidad para examinar, en sede constitucional, la violación o amenaza al debido proceso administrativo, que alega la parte actora.  A propósito, valga recordar que ninguna discusión amerita comprender que ese derecho alegado, tiene la estirpe iusfundamental pretendida; en realidad, la cuestión medular se centra en la viabilidad por virtud del daño irreparable que se logre invocar y probar. Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
4.8. En la Sentencia SU-070 de 2013 la Corte Constitucional sentó las glas sobre el alcance la de protección reforzada a la maternidad y la lactancia en el ámbito del trabajo, en la que consideró lo siguiente:
44.- Como se ve, la puntualización requerida en este contexto, comienza por el contenido de la posición inicial adoptada por la Corte Constitucional, consistente en aclarar que para la procedencia de medidas protectoras resulta exigible únicamente la demostración de que la mujer haya quedado en embarazo en desarrollo de la alternativa laboral que la vincula. Esto significa que la protección no dependerá de si la mujer embarazada notifica a su empleador su condición antes de la culminación del contrato o la relación laboral (como se dijo, esto solo determinará el alcance de la protección). 

Por otra parte se explicó que la jurisprudencia ha desarrollado hipótesis cuyo contenido pretende exceder el umbral de la protección que regularmente tienen las mujeres no embarazadas y los trabajadores y contratistas en general, con el fin de configurar, justamente, una protección de carácter reforzado. Estas hipótesis han establecido, de un lado, el reconocimiento de una relación laboral entre la empleada y las empresas de servicios temporales o cooperativas de trabajo asociado. Y de otro, la presunción de que por razón del embarazo se ha dejado de renovar un contrato laboral a término fijo o uno de prestación o se ha finiquitado uno de obra, cuando no se demuestra y no lo certifica el Inspector del Trabajo, que la necesidad del servicio o del objeto del contrato o de la obra contratada ha desaparecido.

Esto implica que la Corte ha decidido aplicar la lógica de las medidas protectoras que el derecho laboral ha dispuesto para los casos de los denominados despidos sin justa causa, que buscan en últimas garantizar la estabilidad del trabajador. De este modo, en consideración de que las alternativas laborales protegidas por la Constitución no se circunscriben únicamente a la relación laboral sino también a otras opciones de subsistencia como el contrato de prestación de servicios, de cooperativismo, de servicios temporales, entre otros, entonces resulta procedente la aplicación de las medidas propias de estabilidad en relaciones laborales, a alternativas laborales sustentadas en relaciones contractuales distintas al contrato de trabajo. Y, la manifestación práctica de esta lógica es el reintegro o la renovación del contrato como medida de protección principal.

También, la Corte ha optado por proteger la alternativa laboral de las mujeres gestantes desde la óptica de la garantía de los medios económicos necesarios para afrontar tanto el embarazo como la manutención del(a) recién nacido(a). Garantía que se presume satisfecha cuando la mujer devenga salario u honorarios; luego, se deberá presumir no satisfecha cuando no los devenga. Por esta razón, cuando es improcedente el reintegro o la renovación, resulta viable la modalidad de protección consistente en reconocer las cotizaciones respectivas a seguridad social, después de la cesación de la relación laboral o el contrato y hasta el momento en que la mujer acceda a la prestación económica de la licencia de maternidad. 

Con todo y que lo anterior indica una carga en cabeza del empleador o contratante que no tiene un sustento claro en la legislación laboral ni en la regulación de los contratos de prestación, sino en el principio constitucional de solidaridad, como una forma de concretar la protección reforzada del artículo 43 Superior; se han presentado razones de orden constitucional para sustentar dicha carga cuando no procede el reintegro o la renovación, y ni la relación laboral ni el contrato de prestación están vigentes.

45.- Las anteriores conclusiones significan que la Corte ha tomado partido por una determinada interpretación de lo que implica en Colombia la protección laboral reforzada de las mujeres embarazadas. El sustento de esta opción hermenéutica se ampara no sólo en la argumentación que estructura el discurso de la igualdad de género, en el cual esta Corte se ha inspirado para decantar la protección y su alcance en casos como los revisados en esta sentencia; sino también en -como se ha sostenido varias veces- la presencia de innumerables precedentes jurisprudenciales que no sistematizan ni brindan una solución uniforme a los puntos que se acaban de aclarar.” 

4.9. DEL CASO EN CONCRETO
4.9.1. La señora Ángela María Castaño acude al mecanismo constitucional de la acción de tutela con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral reforzada y a la seguridad social,  los que reclama frente a  la desvinculación del cargo de oficial mayor que venía desempeñando en provisionalidad en el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, ante el reintegro a dicho empleo de la persona que ostenta la propiedad, en la medida que la accionante se encuentra en estado de embarazo.

4.9.2. En lo que respecta a la procedencia de la acción de tutela para que se ordene el  reintegro al cargo de una mujer embarazada, la jurisprudencia de la  Corte Constitucional ha reiterado que tal vía es excepcional y subsidiaria, por cuanto el medio idóneo para tal fin es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo cuando la interesada es una empleada pública, en donde el juez natural deberá decidir sobre la legalidad del acto administrativo que produjo la desvinculación, a no ser que la acción de tutela se utilice con el fin de garantizar el mínimo de la gestante y del hijo que está por nacer. Al respecto, dicho Tribunal señaló en la Sentencia T-028 de 2003, lo siguiente:
“MUJER EMBARAZADA-Protección constitucional especial

DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE MUJER EMBARAZADA-Procedencia excepcional de tutela/DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE MUJER EMBARAZADA-Protección

ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO-Reintegro al cargo de mujer embarazada/ACCION DE TUTELA-Procedencia excepcional para reintegro al cargo de mujer embarazada

La jurisprudencia ha manifestado que el mecanismo idóneo para obtener el reintegro al trabajo de la mujer embarazada es la demanda ante la jurisdicción laboral ordinaria, cuando se trata de trabajadoras privadas u oficiales, y la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, cuando la interesada es una empleada pública. Por regla general, las empleadas de carrera pueden ejercer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa, mecanismo que resulta idóneo para obtener el reintegro toda vez que tiene la virtud de reparar el daño que puede producir un despido injusto, pero la jurisprudencia ha establecido dos excepciones a esa regla. Por un lado, que esa desvinculación puede ser impugnada a través de la acción de tutela cuando esté de por medio la protección del mínimo vital de la madre y del hijo que está por nacer o del recién nacido. De otra parte, también procede la tutela cuando la cuestión debatida sea puramente constitucional”
.

4.9.3. Significa lo anterior que la acción de tutela no es en principio el mecanismo idóneo para lograr el reintegro al cargo que venía desempeñando la mujer gestante antes del proceso de desvinculación, toda vez que la misma Corte Constitucional ha aceptado la procedencia del mecanismo de amparo en aquellos casos en los cuales se busca la protección de los derechos fundamentales de la mujer en estado de gravidez en atención a la garantía de la estabilidad laboral reforzada y como protección a los derechos fundamentales  prevalentes del que está por nacer, es decir, que el amparo se torna eficaz como mecanismo transitorio cuando se está involucrado el mínimo vital y se requiere la intervención del juez constitucional con el fin de que se tomen medidas urgentes.  En tal sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-633 de 2011, señaló lo siguiente:

“(…) Dentro del ordenamiento jurídico colombiano, existe una diversidad de mecanismos de defensa para salvaguardar los derechos laborales (competencia asignada a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa laboral según el caso). Como consecuencia, la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela, en principio, no resulta procedente para resolver controversias que surjan de la relación trabajador-empleador, como en el caso del reintegro laboral y/o el pago de prestaciones económicas.

 Sin embargo, de manera excepcional, este Tribunal ha entendido que este mecanismo constitucional es procedente cuando se trata de personas que se encuentran en “circunstancias de debilidad manifiesta por causa de su condición económica, física o mental y que formulan pretensiones dirigidas a lograr la tutela del derecho constitucional a la estabilidad laboral reforzada” 
(Subrayas nuestras).

4.9.4. De las pruebas allegadas a la demanda de tutela, se observa que la  accionante estando vinculada en calidad de empleada de la Rama Judicial cuyo nombramiento que fue realizado de manera provisional en el cargo de oficial mayor en el Juzgado 6º Civil Municipal de esa ciudad, había puesto en conocimiento desde el 18 de abril de 2017 del juez nominador (Fl. 16), de la Administración Judicial (Fl.17) y del Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de Risaralda (Fl.18)  su situación de embarazo cuando se encontraba en la 7ª semana de gestación, circunstancia que la hace sujeto de especial protección constitucional por parte del Estado a quien se le debe garantizar su estabilidad laboral si se determina que el acto administrativo que generó la desvinculación del cargo que desempeñaba la actora obedeció a un trato diferencial y discriminatorio.  En relación a la protección de la mujer gestante, la Corte Constitucional en diferentes pronunciamientos ha precisado lo siguiente
:  

“La especial protección constitucional a la mujer durante el período de gestación y después del parto y la prohibición de discriminación por esa razón, se garantiza con particular énfasis en el ámbito laboral (Arts. 43 y 53 de la Constitución), como quiera que “la mujer embarazada tiene un derecho constitucional a una estabilidad laboral reforzada, pues una de las manifestaciones más claras de discriminación sexual ha sido, y sigue siendo, el despido injustificado de las mujeres que se encuentran en estado de gravidez, debido a los eventuales sobrecostos o incomodidades que tal fenómeno puede implicar para las empresas”. Por lo tanto, la jurisprudencia constitucional ha considerado que, como consecuencia del principio de igualdad, la mujer embarazada goza del derecho fundamental a no ser desvinculada de su empleo, a menos que exista una razón suficiente y constitucionalmente admisible que permita su desvinculación, diferente por supuesto a su estado de embarazo.
Bajo este contexto, el Tribunal Constitucional ha señalado que el fuero de maternidad no sólo involucra prerrogativas económicas en favor de la trabajadora embarazada, sino también garantías de estabilidad en el empleo, por lo que los despidos en ese período se presumen que son consecuencia de la discriminación que el ordenamiento jurídico reprocha. De esta forma, le corresponde al empleador desvirtuar tal presunción, explicando de manera suficiente y razonable que el despido o la desvinculación del cargo no se produjo por causa del embarazo, sino que se presentó una razón objetiva que lo habilitó para efectuar la desvinculación, cuestión que desde la perspectiva constitucional resulta plausible y no vulnera derechos fundamentales. (Subrayas fuera del texto original)
4.9.5.  En el escrito introductorio de la demanda de tutela, la accionante había solicitado en primer término que ordenara a las entidades accionadas su reintegro  en el cargo que venía desempeñando o en uno en similares condiciones que se encuentre en provisionalidad, con el consecuente pago de salarios, prestaciones y aportes al sistema de seguridad social en salud.  Sin embargo, para que proceda la acción de tutela para proteger la estabilidad de la mujer embarazada, por ser la acción de tutela un mecanismo constitucional de naturaleza residual y subsidiaria, que busca la protección inmediata de los derechos fundamentales, no es esta la vía procesal idónea en principio para ordenar el reintegro a un cargo, a menos que se configuren los requisitos fácticos dispuestos por la jurisprudencia constitucional referida en la Sentencia T-734 de 2007, de la siguiente manera:

“(i)  que el despido se ocasione durante el período amparado por el "fuero de maternidad", esto es, que se produce en la época del embarazo o dentro de los tres meses siguientes al parto (artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo); (ii) que a la fecha del despido el empleador conocía o debía conocer la existencia del estado de gravidez, pues la trabajadora notificó su estado oportunamente y en las condiciones que establece la ley; (iii) que el despido sea una consecuencia del embarazo, por ende que el despido no está directamente relacionado con una causal objetiva y relevante que lo justifique. En este sentido el Convenio 103 de la OIT, relativo a la protección de la maternidad dispone la prohibición de despedir de su empleo a una mujer por su estado de embarazo; (iv) que no medie autorización expresa del inspector del trabajo si se trata de trabajadora oficial o privada, o resolución motivada del jefe del respectivo organismo si se trata de empleada pública; (v) que el despido amenace el mínimo vital de la actora o del niño que está por nacer.” (Subrayas fuera del texto original) 
4.9.5. De acuerdo a lo acabado de subrayar, se infiere la especial protección constitucional de la mujer en período gestacional, lo que obliga que el acto administrativo de terminación del vínculo laboral debe estar debida y legalmente fundado, situación que esta Sala advierte fue cumplida por el  Juez 6º Civil Municipal cuando expidió la Resolución No.040 del 10 de julio de 2017, a través de la cual dejó sin efectos el nombramiento en provisionalidad del cargo de oficial mayor o sustanciador grado nominado de la señora Castaño Rojas con el fin de que se reintegrara la persona que ostenta como titular de dicho empleo en propiedad, la señora Luz Adriana Corrales Restrepo (Fl. 19).  En tal virtud, este Tribunal concluye que la desvinculación de la señora  Castaño Rojas no ocurrió debido a una discriminación de orden subjetivo, puesto que la separación de cargo no tuvo relación alguna con su estado de embarazo, máxime que la accionante sabía que su nombramiento estaba ocupado provisionalmente y que en cualquier  momento el titular del mismo podía reintegrarse. Por lo tanto, se insiste que la decisión fue adoptada con fundamento en una razón general y legítima producto de una justa causa para la terminación de la relación laboral y no por el estado de gestación de la actora del cual pueda inferirse una actuación arbitraria.

4.9.6.  En tal sentido, se hace necesario reiterar lo que la Corte Constitucional indicó en la Sentencia SU-446 de 2011 con respecto a la culminación de un vínculo laboral, así: “la terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con una persona que ganó el concurso, no desconoce los derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos”. De ese modo, se insiste que la voluntad del Juez 6º Civil Municipal de esta ciudad no transgrede los derechos fundamentales invocados, en la medida en que existió una causal objetiva y razonable que la justifica como lo es la temporalidad del cargo que desempeñaba la señora Castaño Rojas, quien era sabedora desde su nombramiento en provisionalidad, ya que la propiedad del cargo de oficial mayor en ese Despacho era de otra persona.
4.9.7. Consecuente con lo anterior, no es procedente atender el amparo invocado por la accionante para que fuera reintegrada al cargo que venía desempeñando o a uno similar, o que en su defecto, le sean cancelados los salarios desde la fecha en que sea retirada hasta tres meses después del parto y el pago de las cotizaciones a la EPS desde el momento de su retiro y hasta cuando su hijo cumpla un año de vida, máxime que en este asunto específico la apoderada judicial del doctor Lucas Ignacio Arbeláez Cifuentes, Director Seccional de Administración Judicial de Pereira respondió a la demanda de tutela que esa dependencia “se encuentra efectuando los aportes que le corresponden al patrono (sic) hasta el día del parto de la accionante (folio 30)”. Tal manifestación se subraya con el fin de concluir que las medidas tomadas por la Dirección Sección de administración Judicial garantizan el derecho fundamental a la seguridad de la accionante.
4.9.8. En este orden de ideas, atendiendo a las consideraciones expuestas anteriormente, la Sala encuentra que en el presente caso no existe ninguna conducta concreta, activa u omisiva, que haya podido concluir con la supuesta afectación de los derechos fundamentales alegados por la peticionaria, y a partir de la cual se puedan impartir órdenes para la protección de sus garantías constitucionales o  hacer un juicio de reproche por actuación u omisión de las entidades accionadas, por lo que no puede concederse el amparo invocado.  Lo anterior, con fundamento en que el objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares”.  
Al respecto, la Corte Constitucional en la  T-883 de 2008 señaló que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del Decreto 2591, se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   

En tal sentido, se negará la presente demanda de tutela.
 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE:
PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la señora ANGELA MARÍA CASTAÑO ROJAS en contra del Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, del cual es titular el doctor Mario Londoño Bartolo, de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, representada por el Director Ejecutivo, doctor Lucas Ignacio Arbeláez Cifuentes y de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda representada por su Presidente, el doctor Jaime Robledo Toro.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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